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RESOLUCION  1289
Calificación de la exigencia de un requisito técnico a las pilas y baterías de zinc-carbón provenientes de los Países Miembros de la Comunidad Andina, por parte de la República del Perú, como “restricción” a los efectos del Programa de Liberación del Acuerdo de Cartagena

LA SECRETARÍA GENERAL DE LA COMUNIDAD ANDINA,


VISTOS: El literal a) del artículo 30 y el Capítulo VI sobre el Programa de Liberación del Acuerdo de Cartagena; y, el Reglamento de Procedimientos Administrativos de la Secretaría General, aprobado por la Decisión 425; y,


CONSIDERANDO:
I.
Antecedentes


Que, mediante fax OALI-074, recibido por la Secretaría General el 31 de marzo de 2009, el Jefe de la Oficina de Asuntos Legales Internacionales (e) del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo de la República de Colombia solicita a la Secretaría General el inicio de una investigación para calificar si la medida consistente en la exigencia de incorporar una chaqueta metálica a ciertas pilas y baterías de zinc-carbón, establecida por la República del Perú en el numeral 4.4 del artículo 4 del Reglamento Técnico para pilas y baterías de Zinc Carbón y sus anexos, aprobado mediante Decreto Supremo N° 018-2005-PRODUCE, constituye una restricción al comercio; y, que ordene el retiro de la medida cuestionada;


Que, según la solicitud formulada por el Gobierno de Colombia, la medida cuestionada consiste en exigir que las pilas de las referencias R03, R6, R14, R20 y las baterías de la referencia 6F22 sean fabricadas con una envoltura metálica, lo cual no se exige a todas las pilas y baterías de esa categoría y origina una formalidad excesiva y una barrera innecesaria e injustificada al comercio para los fabricantes subregionales de dichos productos, que no contribuye a alcanzar el objetivo legítimo de proteger la salud que prevé el propio Reglamento Técnico;

Que, el Gobierno de Colombia indica que “debe considerarse que tal medida puede ser sustituible por otra ya que las fugas en este tipo de productos, se pueden prevenir con otra clase de materiales y tecnologías de producción igualmente válidas, de conformidad con lo establecido en normas técnicas internacionales, los cuales existen en la actualidad en el mercado y están siendo utilizados con ese propósito por los productores nacionales de pilas y baterías, con buenos resultados”;

Que la medida objeto de la solicitud de investigación del Gobierno de Colombia se materializa en el numeral 4.4 del artículo 4 del Reglamento Técnico para pilas y baterías de Zinc Carbón, aprobado mediante Decreto Supremo N° 018-2005-PRODUCE de la República del Perú, que establece:
“Artículo 4. Requisitos técnicos: Las pilas de zinc-carbón descritas en el artículo 2°, que son objeto del presente reglamento, deberán cumplir las especificaciones siguientes:

4.1. Características de apariencia: Las pilas y baterías de zinc-carbón deberán estar libres de defectos que se observen visualmente tales como:

a) Pérdida del electrolito.
b) Deformaciones que alteren las dimensiones.
c) Presencia de corrosión en los terminales.

4.2. Dimensiones: Las pilas y las baterías de zinc-carbón deberán cumplir con los requisitos de dimensiones que se indican en la Tabla 1.
(…)

4.4. Construcción: Las pilas R03, R6, R14, R20 y baterías 6F22 de zinc-carbón deberán ser fabricadas con una envoltura metálica, que asegure el buen sellado y prevenga la fuga de los electrolitos.”
(Subrayado añadido).

Que, en opinión del Gobierno de Colombia, dicha medida sería contraria a lo previsto en el Capítulo VI del Programa de Liberación del Acuerdo de Cartagena, al crearse un obstáculo técnico innecesario al comercio “en razón a que la envoltura metálica exigida a las pilas y baterías de características determinadas, es una particularidad descriptiva que contraría el numeral 2.8 del Acuerdo Sobre Obstáculos Técnicos al Comercio de la Organización Mundial del Comercio, que establece que los Reglamentos Técnicos serán definidos en función de las propiedades de uso y empleo del producto más que en consideración de su diseño o de sus características descriptivas”;

Que, asimismo, afirma que la medida cuestionada formula “requisitos en función de la presentación del producto lo que se convierte en una característica descriptiva, antes que garantizar que la chaqueta de acero puesta en una pila o batería evite la fuga de electrolitos, lo propio es realizarle una prueba en ese sentido o solicitar un certificado de calidad que así lo demuestre”;

Que, en este sentido, el Gobierno de Colombia considera que la medida objeto de su solicitud vulneró el principio de proporcionalidad dado que el objetivo que persigue el Reglamento Técnico para pilas y baterías de Zinc Carbón puede lograrse con otros mecanismos existentes que son menos restrictivos, tal como el control de los materiales utilizados;

Que, de otro lado, en su consideración, la medida establecida por el numeral 4.4 del artículo 4 del Reglamento Técnico para pilas y baterías de Zinc Carbón no guardaría relación causal con la finalidad de su aplicación, que es la protección de la salud humana, pues ello no se obtendría aplicando la medida en cuestión solamente a unas referencias de pilas y baterías, sino a todo su universo;

Que, en cuanto a este punto, refiriendo el contenido de la Sentencia emitida por el Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina en el Proceso 03-AI-97, el Gobierno de Colombia sostiene que la medida cuestionada “no guarda relación directa con el fin de cautelar la salud humana, ya que no está demostrado que el blindaje de acero evite efectivamente la fuga de electrolitos de las pilas y baterías de Zinc-Carbón, ya que en la actualidad ese fin (…) se está logrando con otros materiales que han demostrado cumplir con dicho propósito, infiriéndose que la medida no es proporcional para lograr la protección de la salud humana”; y, afirma que “tampoco (…) es que la medida sea insustituible porque (…) existen otras formas de lograr ese propósito, sin necesidad de afectar la libre circulación de mercancías en la Subregión”;

Que, en opinión de este Gobierno, se incumple también con la Decisión 562 –Directrices para la elaboración, adopción y aplicación de Reglamentos Técnicos en los Países Miembros de la Comunidad Andina y a nivel comunitario- entre otros, en lo señalado en su artículo 7 que indica que: “[l]os Reglamentos Técnicos serán definidos exclusivamente en función de las propiedades de uso y empleo de los productos a que hacen referencia, y no de sus características descriptivas o de diseño”;


Que, en su escrito de solicitud de inicio de investigación, el Gobierno de Colombia señala también expresamente sobre el Reglamento Técnico reclamado que:
i) “se limita a indicar (…) que se está protegiendo al consumidor de productos contaminantes y nocivos para la salud”, incumpliendo señalar lo que exige el numeral 1 del artículo 9 de la Decisión 562
;

ii) “se aprecia que los referentes técnicos internacionales citados en el artículo 2° denominado campo de aplicación, son ilustrativos de algunas condiciones particulares del proceso de elaboración de las pilas pero en general no se menciona la versión de la norma técnica internacional que está siendo utilizada (…) lo que tampoco posibilita (…) conocer con certeza las especificaciones técnicas ni el grado de detalle al que se refiere la exigencia de un blindaje de acero, porque sencillamente en esos referentes internacionales no se contempla que la fuga de electrolitos se evite con una chaqueta metálica”;

iii) “al examinar los contenidos de las normas técnicas que regulan el control de fugas, entre ellas: ANSI C18.1M, Parte 1 (USA); IEC60086, P1 y 2 (Europa) y la norma JIS C 8501:2004 (Japón) nos encontramos que ninguno de estos referentes internacionales hace alusión a la clase de materiales que deben usarse para la envoltura de pilas y baterías fabricadas a base de Zinc-Carbón (…) tampoco existe evidencia objetiva de que la chaqueta metálica evite la fuga de electrolitos bajo condiciones especificadas”; y,
iv) “se incumple igualmente el presupuesto legal Andino establecido en el artículo 5° de la Decisión 562
, que dispone que todo Reglamento Técnico expedido para la Subregión se debe regir entre otros, por los principios de no discriminación, equivalencia y transparencia; si la medida establecida en el numeral 4.4. del Reglamento Técnico Peruano, persigue la protección de la vida y la salud humana, no le sería dable discriminar ni distinguir entre productos de la misma categoría, tal como efectivamente lo hace al exigir el cumplimiento de la medida únicamente a ciertas referencias de pilas como son R03, R6, R14, R20 y únicamente a la referencia de las baterías 6F22, porque en sana lógica se entendería, en principio, que todas las pilas producidas con los mismos componentes químicos y las baterías bajo la misma fórmula podrían generar el mismo riesgo de presentar fuga de electrolitos y afectar de alguna manera la salud humana”;

Que, en este contexto, el Gobierno de Colombia sostiene que, conforme al campo de aplicación del Reglamento Técnico para pilas y baterías de Zinc Carbón, señalado en su numeral 3.1, sobre todos los elementos clasificables en las subpartidas 8506.10.91.00 y 8506.10.99, el numeral 4.4 que contiene la medida reclamada lista determinadas pilas y baterías y no todas las demás que integran el universo clasificable en dichas subpartidas;

Que, asimismo, señala que “si lo que se pretende controlar con la exigencia de una envoltura metálica en algunas pilas y baterías de Zinc-Carbón, es la fuga de electrolitos, según la generalidad de las normas consultadas, una de las medidas pertinentes sería la realización de una “prueba” que determine la existencia o no de fugas del elemento, tal como se establece en los artículos 6° a 8° del Reglamento Técnico Peruano (…) sin necesidad de adicionar requisitos tales como la chaqueta metálica que resulta excesivo (…) [S]i lo que se procura es que las pilas y baterías de las referencias señaladas (…) no contaminen y en tal sentido no se afecte la salud y vida humana, existen otras alternativas distintas a solicitar un blindaje de acero
, como por ejemplo regular los contenidos de los metales pesados tóxicos utilizados en la fabricación de pilas y baterías a base de Zinc-Carbón, o solicitar pruebas del control de calidad del producto, o establecer una verificación de la resistencia del aislamiento mediante un ensayo que, además, ya se está exigiendo por el Gobierno de la República del Perú, según lo previsto en el artículo 4.5. del Reglamento Técnico que analizamos”;

Que, adicionalmente, en su solicitud, el Gobierno de Colombia afirma que se habrían incumplido las siguientes disposiciones en relación con las notificaciones de Reglamentos Técnicos: i) el artículo 32 de la Decisión 376 -Sistema Andino de Normalización, Acreditación, Ensayos, Certificación, Reglamentos Técnicos y Metrología, modificada por la Decisión 419; y, ii) el artículo 3 de la Decisión 615 - Sistema de Información y Notificación y Reglamentación Técnica de la Comunidad Andina (SIRT); atendiendo a que el Proyecto de Reglamento Técnico objeto de análisis habría sido notificado el 12 de enero de 2005 y habría tenido como plazo hasta el 18 de enero del mismo año para que los Países Miembros presentaran observaciones;

Que, según el Gobierno de Colombia, la medida cuestionada infringiría los artículos 72 y 77 del Acuerdo de Cartagena que establecen como objetivo del Programa de Liberación la eliminación de restricciones de todo orden y que señalan que los Países Miembros se abstendrán de aplicar restricciones sobre las importaciones de bienes originarios de la Subregión;

Que, en este sentido precisa que, con la expedición del Decreto Supremo N° 018-2005-PRODUCE, la República del Perú también incumplió el artículo 4 del Tratado de Creación de Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, dado que éste establece que los Países Miembros se encuentran comprometidos a no adoptar medidas contrarias al ordenamiento jurídico andino;

Que, con fecha 27 de abril de 2009, mediante comunicación SG-F/E.1.1/593/2009, en atención a la solicitud del Gobierno de Colombia, esta Secretaría General inicia una investigación con la finalidad de determinar si la medida establecida en el numeral 4.4 del artículo 4 del Reglamento Técnico para pilas y baterías de Zinc Carbón, aprobado a través del Decreto Supremo N° 018-2005-PRODUCE de la República del Perú constituye una restricción al comercio, otorgándole a este País Miembro un plazo de quince (15) días hábiles para que pudiera presentar las consideraciones que estimara pertinentes;

Que, en la misma fecha, mediante comunicación SG-X/E.1.1/380/2009, esta Secretaría General informa del inicio de dicha investigación a los demás Países Miembros, otorgándoles el mismo plazo para que pudieran presentar los elementos de información que estimaran pertinentes;

Que, mediante comunicación recibida con fecha 18 de mayo de 2009, la empresa Panasonic Peruana S.A. solicita a la Secretaría General que se le considere como interesada en el presente procedimiento;


Que, con fecha 20 de mayo de 2009, mediante Facsímil N° 191-2009-MINCETUR/ VMCE/DNINCI, el Gobierno del Perú solicita a este Órgano Comunitario, de conformidad con el artículo 29 del Reglamento de Procedimientos Administrativos de la Secretaría General, que se le conceda una prórroga de veinte (20) días hábiles, a efectos de presentar pruebas e informes técnicos que venían tramitándose ante sus autoridades nacionales competentes;

Que, con fecha 29 de mayo de 2009, mediante comunicación SG-F/E.1.1/732/2009, esta Secretaría General, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 52 del Reglamento de Procedimientos Administrativos de la Secretaría General, otorga al Gobierno del Perú un plazo adicional de diez (10) días hábiles para presentar su contestación en el presente procedimiento;

Que, con fecha 29 de mayo de 2009, mediante comunicación SG-F/E.1.1/733/2009 de esta Secretaría General, la empresa Panasonic Peruana S.A. es admitida a participar como interesada en el presente procedimiento;

Que, mediante comunicación recibida el 12 de junio de 2009, la empresa Panasonic Peruana S.A. solicita a la Secretaría General que se conceda la realización de una audiencia;

Que, con fecha 12 de junio de 2009, mediante Facsímil No. 230-2009-MINCETUR/VMCE/DNINCI, el Gobierno del Perú presenta contestación sobre la solicitud de inicio de investigación formulada por el Gobierno de Colombia, expresando los siguientes argumentos:

i) el plazo adicional otorgado por este Órgano Comunitario para la presentación de su contestación debe contarse a partir del 2 de junio de 2009, fecha en que se le notificó la comunicación SG-F/E.1.1/732/2009, en aplicación del artículo 30 del Reglamento de Procedimientos Administrativos de la Secretaría General, pues lo contrario sería afectar el derecho de defensa de la República del Perú en el presente procedimiento;

ii) el Reglamento Técnico para pilas y baterías de Zinc Carbón fue expedido “con el fin de prevenir la ocurrencia de daños a las personas por la manipulación de las pilas y baterías durante su vida útil, regula dos aspectos principales: - El blindaje metálico de acero; y – El contenido máximo permisible de los metales pesados tales como el mercurio y cadmio”;

iii) la regulación de tales aspectos resulta compatible con lo permitido por el literal d) del artículo 73 del Acuerdo de Cartagena, debido a que se encuentran destinados a proteger la vida y la salud de las personas, “resulta un mecanismo necesario en la medida que persigue un objetivo legítimo en los términos de lo dispuesto en la Decisión 562 de la Comisión de la Comunidad Andina”;

iv) el Gobierno de Colombia no acompaña a su escrito sustento técnico o datos científicos que demuestren su afirmación referida a que la medida cuestionada no es proporcional para lograr la protección de la salud humana al considerar que el blindaje de acero no evitaría de manera efectiva la fuga de electrolitos;

v) el artículo 8 de la Decisión 562 establece que, en el proceso de elaboración y adopción de Reglamentos Técnicos, los Países Miembros utilizarán como base normas internacionales o sus elementos pertinentes; sin embargo, su utilización como referente no es obligatoria cuando el País Miembro considere que no se ajusta a los intereses que pretende proteger; y,
vi) el requisito contenido en el numeral 4.4 del artículo 4 del Reglamento Técnico para pilas y baterías de Zinc Carbón y sus anexos, aprobado a través del Decreto Supremo N° 018-2005-PRODUCE “no constituye una restricción al comercio intrasubregional en los términos establecidos en el artículo 72 del Acuerdo de Cartagena ya que se encuentra amparado y justificado en la excepción contenida en el literal d) del artículo 73 del mismo Acuerdo referido a la protección de la vida y la salud humana, así como en objetivos legítimos que son la defensa del consumidor y el medio ambiente”;


Que, asimismo, en relación con el supuesto incumplimiento de diversos artículos de la Decisión 562, el Gobierno del Perú considera que la vía idónea es la fase prejudicial de la Acción de Incumplimiento, de conformidad con lo previsto en los artículos 23 a 25 del Tratado de Creación del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina; siendo que, en su opinión, en relación con el incumplimiento que se le atribuye, “de atenderse el pedido del Gobierno de Colombia por esta vía, la Secretaría General estaría resolviendo en violación de las normas que conforman el ordenamiento jurídico de la Comunidad Andina, inclusive, cometiendo desviación de poder, atentando contra el debido proceso”;

Que, en relación con el procedimiento de notificación del Decreto Supremo N° 018-2005-PRODUCE ante la Secretaría General, el Gobierno del Perú reafirma sus consideraciones acerca de la vía idónea para dicho cuestionamiento y afirma que el Reglamento Técnico para pilas y baterías de Zinc Carbón y sus anexos fue notificado a este Órgano Comunitario mediante comunicación N° 621-2004-MINCETUR/VMCE/ DNINCI del 18 de octubre de 2004 y remitido oportunamente a los demás Países Miembros para sus consideraciones en el plazo de noventa (90) días, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 11 de la Decisión 562, sin recibirse observaciones ni cuestionamientos; cumpliéndose con lo dispuesto en el artículo 9 de dicha Decisión al respetarse el plazo de seis (6) meses entre la publicación del Reglamento Técnico hasta su entrada en vigencia;

Que, con fecha 19 de junio de 2009, la ANDI - Cámara del Sector de Electrodomésticos manifestó su interés en el presente procedimiento, señalando, entre otros, que:

i) para alcanzar los objetivos legítimos previstos en la expedición de un Reglamento Técnico, tal como proteger la salud o el medio ambiente, el requisito a verificar debe ser la inexistencia de fuga de electrolitos y no el material con el que está hecho el blindaje de una pila o batería;

ii) en dichos productos “[l]a envoltura metálica no asegura per se que se cumpla con la prueba de liqueo utilizada para la evaluación de fugas. No se conoce sustento técnico valorado que permita concluir que todas las pilas de blindaje metálico y solo las pilas de blindaje metálico no presentarían fuga de electrolitos. (…) la existencia de fugas depende de un comportamiento en el ensayo y no de un material”;

iii) en este sentido, el requisito de fabricar con un material determinado es contrario a los artículos 6 y 7 de la Decisión 562;
iv) al analizar tres normas de prestigio reconocido IEC (International Electrotechnical Commission), ANSI (American Nacional Standards Institute) y JIS (Japanese Industrial Standards), se concluye que el material no es una variable relevante;
v) “el reglamento prevé un control adicional de metales pesados en el numeral 4.6 y establece unos límites o contenidos máximos que también son verificables y deben ser exigibles”; y,
vi) “el reglamento contiene medidas respecto de la presencia de metales pesados que contribuyen a la prevención de generación de riesgos de manera técnica y eficiente”;

Que, con fecha 26 de junio de 2009, mediante comunicación SG-C/E.1.1/1894/2009, la Secretaría General solicita al Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad Industrial (en adelante, INDECOPI) de la República del Perú una copia de todos los actuados, incluido el pronunciamiento final, en el procedimiento tramitado por la Comisión de Normalización y Fiscalización de Barreras Comerciales no Arancelarias, iniciado por reclamo formulado por la empresa Yuroko Import E.I.R.L.;

Que, con fecha 3 de julio de 2009, la empresa Yuroko Import E.I.R.L. solicita a la Secretaría General que se le admita como interesada en el presente procedimiento; y, entre otros, se refiere al procedimiento tramitado ante la Comisión de Normalización y Fiscalización de Barreras Comerciales no Arancelarias del INDECOPI contra la medida contenida en el numeral 4.4 del artículo 4 del Reglamento Técnico para pilas y baterías de Zinc Carbón, afirmando que, en dicho procedimiento, el Ministerio de la Producción de la República del Perú contestó su denuncia mediante Informe N° 00062-2008/PRODUCE/DVI/DGI/DNTSI en el que esta entidad ministerial sostiene que “el requisito de envoltura metálica que exige el numeral 4.4 del Reglamento Técnico en concordancia con el numeral 3.9 no es técnicamente exigible como tampoco lo sería en el ámbito legal”;

Que, con fecha 3 de julio de 2009, mediante comunicaciones SG-X/E.1.1/570/2009, SG-F/E.1.1/870/2009 y SG-F/E.1.1/871/2009 de este Órgano Comunitario, la ANDI - Cámara del Sector de Electrodomésticos es admitida a participar como interesada en el presente procedimiento;


Que, con fecha 7 de julio de 2009, mediante Oficio N° 0454-2009 el INDECOPI remite a este Órgano Comunitario una copia de los actuados -incluido el pronunciamiento en apelación- del procedimiento tramitado por su Comisión de Normalización y Fiscalización de Barreras Comerciales no Arancelarias (CNB), que fue iniciado por reclamo formulado por la empresa Yuroko Import E.I.R.L.;

Que, con fecha 7 de julio de 2009, mediante comunicaciones SG-X/E.1.1/583/2009 y SG-F/E.1.1/908/2009 de esta Secretaría General, la empresa Yuroko Import E.I.R.L. es admitida a participar como interesada en el presente procedimiento;


Que, con fecha 8 de julio de 2009, la empresa Panasonic Peruana S.A. solicita la reconsideración del acto que reconoce la participación de la empresa Yuroko Import E.I.R.L. como interesada en el presente procedimiento, sosteniendo que dicha empresa no ha realizado importaciones desde ningún País Miembro de la Comunidad Andina y afirmando que existiría una causal sobreviniente de nulidad en caso de que no se aceptara su pedido;


Que, con fecha 9 de julio de 2009, se lleva a cabo una reunión informativa con funcionarios de la Secretaría General y con la presencia de representantes del Gobierno de Colombia y de la ANDI - Cámara del Sector de Electrodomésticos, así como de las empresas Panasonic Peruana S.A. y Yuroko Import E.I.R.L.;


Que, con fecha 10 de julio de 2009, la empresa Panasonic Peruana S.A. presenta, por escrito, consideraciones teóricas y técnicas acerca de la naturaleza y composición de los productos objeto de la medida cuestionada, refiriéndose a los posibles riesgos a la salud que éstos causan; y, considera infundada la denuncia presentada por el Gobierno de Colombia;

Que, mediante esta comunicación, la empresa Panasonic Peruana S.A. señala que la Secretaría General debió rechazar in límine la solicitud de la República de Colombia, atendiendo a que, si bien la denuncia inicial se refiere a una presunta restricción al comercio, este País Miembro concluye en su escrito de petición que diversas normas del ordenamiento jurídico andino estarían siendo incumplidas, extremo de la petición que estima que debería declararse infundado;

Que, asimismo, esta empresa señala que “[s]i la denuncia de Colombia busca que se califique al Reglamento Técnico como una restricción al comercio, entonces deberá desvirtuarse propiamente su condición de restricción justificada al comercio, para lo cual será necesario que (…) demuestre que el numeral 4.4 del Decreto Supremo N° 018-2005-PRODUCE es un obstáculo innecesario, conforme lo establece el precitado artículo 1 de la Decisión 562”, atendiendo a que la medida cuestionada fue aprobada en cumplimiento de las normas contenidas en la Decisión 562;

Que, en cuanto al fondo del asunto en el presente procedimiento, la empresa Panasonic Peruana S.A. señala, entre otros, sobre los argumentos de la República de Colombia, que:

i) no se acredita cómo es que el requisito de la envoltura metálica origina una formalidad excesiva y una barrera innecesaria e injustificada al comercio, lo que no permitiría un pronunciamiento debidamente motivado;
ii) no se señalan cuáles podrían ser aquellos otros “materiales y tecnologías de la producción” que podrían sustituir a la envoltura metálica, que ha significado un desarrollo tecnológico en las pilas de zinc-carbón y que permite la comercialización segura de estos productos;

iii) existe una equivocación al invocar las normas del Acuerdo Sobre Obstáculos Técnicos al Comercio de la Organización Mundial del Comercio debido a que el requisito de envoltura metálica referido “alude directamente a las propiedades de uso y empleo de las pilas de zinc carbón, no siendo un condicionamiento de carácter descriptivo”;
iv) en particular, “las exportaciones de pilas de zinc carbón desde Colombia hacia al (sic) Perú no han sufrido ninguna restricción ni impedimento durante los últimos años; todo lo contrario, en algunos momentos (abril 2006 – marzo 2007) inclusive ha habido un aumento en los volúmenes de exportaciones colombianas”;

v) “[e]l Reglamento Técnico, reiteramos, es una restricción justificada al comercio. (…) para su aprobación se surtieron los procedimientos de notificación requeridos por la normativa andina en (sic) inclusive por las normas de la OMC, el primer cuestionamiento será demostrar que ese Reglamento es un obstáculo técnico innecesario, es decir, la carga de la prueba deberá asumirla la República de Colombia para demostrar primero el carácter de obstáculo innecesario y luego de restricción injustificada”;
vi) “el Reglamento considera que la mejor forma de evitar estas fugas es con la envoltura metálica, lo que no es en ningún caso una condición de “diseño” de las pilas;
vii) “el Reglamento Técnico no está destinado a “evitar” la fuga de electrolitos sino a “prevenir” dicha fuga”, considerando que “técnicamente es imposible que una pila no derrame electrolitos (…) no existe material alguno que pueda cumplir con dicho propósito”;
viii) “la prueba de resistencia al aislamiento no proporciona información alguna acerca de la ocurrencia del derrame durante su uso, por lo que sería necesario realizar pruebas de derrame”; y,
ix) en caso de que se declare que la medida cuestionada como restricción injustificada, se provocaría que ingresen al Perú productos con mayor propensión a la fuga de electrolitos, “más aun si tomamos en consideración prácticas comunes de mal uso que tiene la población, como golpearlas, chancarlas, masticarlas, congelarlas o diversos métodos para intentar extender su vida útil”;


Que, adicionalmente, en relación con la participación de la empresa Yuroko Import E.I.R.L. en el procedimiento y, en particular, en la reunión informativa realizada con fecha 9 de julio de 2009, la empresa Panasonic Peruana S.A. señala que “la empresa individual de responsabilidad limitada YUROKO no tiene ningún interés legítimo o derechos subjetivos para participar en el presente procedimiento, por lo cual solicitamos que se excluya de cualquier actuación procesal en el marco de estas investigaciones”, atendiendo a que “dicha empresa jamás había realizado ninguna importación de pilas procedente de Colombia”; formulando, en consecuencia, pedido para que dicha empresa sea apartada del procedimiento y de las actuaciones previas;

Que, en relación con el procedimiento tramitado por la Comisión de Normalización y Fiscalización de Barreras Comerciales no Arancelarias (CNB) del INDECOPI, esta empresa señala que la Resolución emitida por dicho órgano administrativo nacional había sido apelada por la Sociedad Peruana de Derecho Ambiental, encontrándose suspendida hasta el pronunciamiento definitivo en segunda instancia administrativa;


Que, la empresa Panasonic Peruana S.A. sostiene que para que, en este procedimiento, “la Resolución final pueda cumplir con la adecuada motivación (…) y no conlleve riesgo de una posible nulidad, consideramos prudente que la Secretaría General solicite los informes técnicos que fueran necesarios para sustentar su decisión de manera adecuada”;

Que, con fecha 13 de julio de 2009, mediante Comunicación OALI-0155, el Gobierno de Colombia, con el fin de que sea tenida en cuenta en el presente procedimiento, presentó copia de la Resolución N° 019-2009/CNB-INDECOPI emitida por la Comisión de Normalización y Fiscalización de Barreras Comerciales no Arancelarias (CNB) del INDECOPI de la República del Perú, que resolvió declarar fundada la denuncia sobre medida para-arancelaria contenida en el numeral 4.4 del artículo 4 del Reglamento Técnico para pilas y baterías de Zinc Carbón, aprobado mediante Decreto Supremo N° 018-2005-PRODUCE;

Que, mediante comunicación de fecha 15 de julio de 2009, la empresa Yuroko Import E.I.R.L. señala que la petición de la República de Colombia se encontraba referida no solamente a una restricción sino también a un incumplimiento por parte de la República del Perú; que en este procedimiento no existía posibilidad de actuar prueba técnica alguna pues la carga de la prueba correspondía al Gobierno del Perú; y que, mediante Informe N° 00062-2008/PRODUCE/DVI/DGI/DNTSI, este País Miembro afirmó que no existía fundamento técnico o jurídico para sustentar la medida cuestionada;

Que, con fecha 17 de julio de 2009, mediante comunicación SG-X/E.1.1/630/2009, la Secretaría General confirmó la legitimación de la empresa Yuroko Import E.I.R.L. para participar como interesada en el presente procedimiento; asimismo, notificó la incorporación, a los actuados, de una copia del expediente que corresponde al procedimiento tramitado por la Comisión de Normalización y Fiscalización de Barreras Comerciales no Arancelarias (CNB) del INDECOPI de la República del Perú;

Que, con fecha 4 de agosto de 2009, la empresa Panasonic Peruana S.A. formula consideraciones para que este Órgano Comunitario requiera informes de la Universidad Nacional de Ingeniería del Perú, la International Electrotechnical Commission (IEC) u otras instituciones de reconocido prestigio académico, con el fin de que se realice un ensayo de derrame de electrolitos que compare las pilas de zinc-carbón con envoltura metálica y con otras envolturas (plástico, papel o cartón), verificando cuál de éstas presenta fuga de electrolitos en menor tiempo;

Que, con fecha 11 de agosto de 2009, mediante Comunicación SG-X/E.1.1/681/ 2009, este Órgano Comunitario remite a los Países Miembros y a los interesados acreditados en el procedimiento copia de la comunicación de la empresa Panasonic Peruana S.A. referida en el párrafo anterior, otorgando tres (3) días hábiles para que pudieran presentar los comentarios que estimaran pertinentes respecto de la oportunidad, conducencia y pertinencia de la prueba solicitada;

Que, con fecha 12 de agosto de 2009, mediante Facsímil N° 339-2009-MINCETUR/ VMCE/DININCI, el Gobierno de la República del Perú manifiesta que consideraba necesario evaluar todas las pruebas que coadyuven a dilucidar que el Reglamento Técnico bajo análisis no constituye una restricción injustificada al comercio subregional andino; apoyando la solicitud de la empresa Panasonic Peruana S.A.;

Que, con fecha 14 de agosto de 2009, el Gobierno de la República de Colombia manifiesta que consideraba improcedente la práctica de la prueba solicitada por la empresa Panasonic Peruana S.A., atendiendo a que, en su opinión se “pretende desvirtuar los resultados de una investigación soportada en pruebas y que fuera objeto de pronunciamiento definitivo por INDECOPI la autoridad peruana competente” y afirma que corresponde a este Órgano Comunitario “evitar dilaciones injustificadas de los plazos previstos en la Decisión 425”;

Que, con fecha 24 de agosto de 2009, esta Secretaría General informa a los Países Miembros y a los interesados acreditados en el procedimiento, mediante Comunicaciones SG-X/E.1.1/739/2009 y SG-F/E.1.1/1109/2009, que procedería a emitir su pronunciamiento en el presente caso sobre la base de la información disponible;

Que, con fecha 26 de agosto de 2009, la empresa Panasonic Peruana S.A. presenta sus consideraciones sobre la comunicación SG-F/E.1.1/1109/2009 y reitera su solicitud de realización de prueba técnica;

Que, con fecha 28 de agosto de 2009, mediante Facsímil N° 142-2009-MINCETUR/VMCE, el Gobierno del Perú solicita, en atención a lo dispuesto por el artículo 29 del Reglamento de Procedimientos Administrativos de la Secretaría General, un plazo adicional de veinte (20) días a fin de remitir pruebas pertinentes en el procedimiento, afirmando que “vienen siendo recabadas por la autoridad nacional competente y consisten en los informes técnicos de instituciones de reconocido prestigio académico”;

Que, con fecha 3 de septiembre de 2009, este Órgano Comunitario se dirige al Ministerio de la Producción de la República del Perú, en conocimiento de que la iniciativa para la reglamentación técnica de las pilas y baterías de zinc-carbón, que es objeto de cuestionamiento en el presente caso, proviene de dicha entidad ministerial, con el fin de que, en el plazo de diez (10) días calendario, proporcionara la siguiente información:
i) los estudios científicos o técnicos que hayan servido de base para considerar que la fuga de electrolitos de pilas y baterías de zinc-carbón que cumplan con las demás exigencias técnicas previstas en el Reglamento Técnico aprobado mediante Decreto Supremo N° 018-2005-PRODUCE –incluidos los contenidos máximos de mercurio y cadmio en él establecidos-, no constituye un riesgo para la salud, seguridad o vida de las personas;
ii) los estudios científicos o técnicos que hayan servido de base para considerar que una envoltura metálica de acero asegura el buen sellado y previene la fuga de electrolitos de pilas y baterías; y,
iii) los estudios científicos o técnicos que hayan servido de base para considerar que únicamente una envoltura metálica es capaz de asegurar el buen sellado y prevenir la fuga de los electrolitos de las pilas y baterías de zinc – carbón;

Que, con fecha 3 de septiembre de 2009, este Órgano Comunitario se dirige a la empresa Panasonic Peruana S.A., dejando constancia de que no estimaba procedente la actuación probatoria oficiosa sugerida por esta empresa por los siguientes motivos:

i) conforme se desprende de las “Directrices para la elaboración, adopción y aplicación de Reglamentos Técnicos en los Países Miembros de la Comunidad Andina y a nivel comunitario” adoptadas mediante Decisión 562 y del Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos de la Organización Mundial del Comercio, al cual dichas Directrices hacen referencia, la evaluación de los riesgos a la salud o seguridad humanas, que corresponde efectuar a un País Miembro previo a la adopción de un reglamento técnico, debe estar basada en información científica y técnica disponible y verificable. En tal sentido, un informe de una entidad académica o técnica, por sí solo, no podría sustituir la evaluación de los riesgos que oportunamente haya efectuado el País Miembro que adopte un Reglamento Técnico; y,
ii) en consideración de este Órgano Comunitario no ha quedado acreditada la pertinencia –para la Resolución que le corresponde emitir en el marco de la presente investigación– de efectuar una verificación para determinar que cierto tipo de pilas presentan fugas de electrolitos en menor tiempo que respecto de otro tipo de pilas que utilizan una envoltura diferente, conforme se sugiere en la comunicación de dicha empresa;

Que, en la misma fecha, mediante comunicación SG-X/E.1.1/778/2009, este Órgano Comunitario informa a los Países Miembros y a los demás interesados acreditados en el procedimiento que, atendiendo a la solicitud formulada por el Gobierno del Perú mediante Facsímil N° 142-2009-MINCETUR/VMCE, se le concede un plazo adicional, hasta el 17 de septiembre de 2009, para que pueda presentar los elementos de información de carácter técnico que considerara pertinentes, dejando sin efecto la comunicación SG-F/E.1.1/1109/2009;

Que, con fecha 15 de septiembre de 2009, la empresa Yuroko Import E.I.R.L. remite una comunicación reiterando su posición en el sentido de considerar, entre otros, que “[e]n este procedimiento no hay posibilidad de actuar ninguna prueba técnica o pericia por parte de la Comunidad Andina, por cuanto (…) la carga de la prueba no la tiene el solicitante de la investigación (…) sino el Gobierno del Perú que fue quien dictó el Reglamento Técnico (…) [l]os fundamentos, las pruebas de los ensayos, evaluaciones, estudios clínicos, científicos o medioambientales, debieron haber existido antes o concurrentemente con la expedición del Reglamento Técnico (…) no después como medida justificatoria de una transgresión técnica y jurídica”;

Que, vencido el plazo adicional concedido al Ministerio de Comercio Exterior y Turismo de la República del Perú, este Órgano Comunitario no recibe los informes anunciados en la solicitud del mencionado plazo formulada mediante Facsímil N° 142-2009-MINCETUR/VMCE;

Que, con fecha 21 de septiembre de 2009, vencido el plazo de diez (10) días calendario otorgado al Ministerio de la Producción de la República del Perú, este Órgano Comunitario recibe el Oficio N° 292-2009-PRODUCE/DVMYPE-I del Viceministro de MYPE e Industria, mediante el cual se remite el Informe N° 123-2009-PRODUCE/DVMYPE-I/DGI de la Dirección General de Industria de dicho Viceministerio;

Que, mediante el Informe N° 123-2009-PRODUCE/DVMYPE-I/DGI, el Ministerio de la Producción de la República del Perú expresa textualmente, en relación con el sustento de la reglamentación técnica de las pilas y baterías de zinc–carbón lo siguiente:

i) “para la elaboración del Reglamento Técnico de Pilas y Baterías de Zinc Carbón, se partió de la identificación de un riesgo potencial para la salud y la vida de las personas, cual era el alto contenido de metales pesados en esos productos los cuales eventualmente entraban en contacto con las personas a través de la fuga de electrolitos (…) este Ministerio basándose en lo dispuesto por la Decisión 562 (…) elaboró su Reglamento Técnico tomando como referencia la norma internacional IEC 60086, que exige que debe evitarse la fuga de electrolitos de las pilas de zinc carbón; y, en la Directiva del Consejo de las Comunidades Europeas N° 91/157/CEE (…), que establece límites máximos de contenidos de mercurio, cadmio y plomo, en esos productos”;

ii) “el principal objetivo del Reglamento Técnico es reducir al máximo el riesgo potencial de contaminación y/o eventual daño a la salud de las personas, al establecer contenidos máximos de materiales pesados y la exigencia de una envoltura que evite la fuga de los electrolitos que es el material que contiene dichos metales pesados”;

iii) “esta Dirección General ha reconocido que la debilidad del Reglamento Técnico es justamente el respaldo científico y/o técnico sobre la exigencia de la envoltura metálica, por lo cual se ha iniciado la elaboración de un estudio a través de una Institución Académica de reconocido prestigio, lo cual va a permitir dilucidar la pertinencia o no de la exigencia prevista en la norma cuestionada (…), consideramos que la Secretaría General tendría que ponderar adecuadamente todos los elementos, en particular el daño potencial a las personas y al medio ambiente, basándose en dicho estudio”;
iv) “el Ministerio del Ambiente, ente rector en materia ambiental en el Perú, considera que la norma cuestionada debería mantenerse, en aplicación de los principios preventivo y precautorio de la Ley General del Ambiente (…) recogido por diversas normas nacionales relacionadas con el cambio climático, diversidad biológica, recursos naturales y, en general, en todas las áreas relacionadas con el medio ambiente y su protección”;
v) “[e]l “principio precautorio” o también llamado “de precaución” o de cautela” se encuentra estrechamente ligado al denominado principio de prevención. Este exige la adopción de medidas de protección antes de que se produzca realmente el deterioro del medio ambiente. (…) opera más bien ante la amenaza de un daño a la salud o al medio ambiente y la falta de certeza científica sobre sus causas y efectos. Es justamente en estos casos en que el principio de precaución puede justificar una acción para prevenir el daño, tomando medidas antes de tener pruebas de este”;
vi) “considerando que no existe certeza sobre la magnitud del efecto negativo que puede ocasionar que las pilas no tengan el revestimiento a que se refiere el numeral 4.4. del Reglamento Técnico para Pilas y baterías de zinc carbón (…) resulta plenamente razonable que (…) continúe vigente hasta la certeza de los posibles daños que pudiera producir la fuga de electrolitos (por el contenido de los metales pesados de sus componentes como el mercurio, cadmio y plomo), los cuales constituyen elementos contaminantes para el Ambiente y dañinas para la salud del ser humano ya que pueden provocar lesiones en diversos órganos, e incluso la muerte”;
vii) “la Decisión 562 de la CAN sólo exige que el reglamento técnico guarde conformidad con las normas técnicas internacionales (…) la norma técnica internacional IEC 60086 exige que debe evitarse la fuga de electrolitos de las pilas de zinc y carbón, por lo que en principio, la norma cuestionada del reglamento técnico, guarda conformidad con esta norma internacional, precisando la necesidad de que (…) tengan una envoltura metálica para evitar la fuga de electrolitos aludida en la norma internacional a fin de proteger la salud y el medio ambiente en concordancia con el principio precautorio”;
viii) “se debe indicar que el proyecto de Reglamento técnico fue puesto en conocimiento de los países miembros de la Comunidad Andina (CAN) así como de la Organización Mundial del Comercio, en cumplimiento del artículo 11 de la Decisión 562 y del artículo 2.9.2 del acuerdo OTC, sin que haya sido objeto de observación alguna (…) En ese sentido, se puede suponer que tanto los países miembros de la CAN como de la OMC, se encontraban de acuerdo con dicho Reglamento Técnico, el mismo que incluía el numeral 4.4. del citado reglamento”; y,
ix) “dada la potencialidad de que se produzcan daños al medio ambiente y a la salud de la población, debe mantenerse vigente y aplicable el numeral 4.4 del Reglamento Técnico peruano de pilas y baterías zinc carbón, hasta que exista evidencia científica de lo contrario, la misma que debe estar recogida en el estudio científico que se encuentra en proceso de elaboración (…) a efectos de determinar la permanencia del dispositivo cuestionado”;

Que, con fecha 2 de octubre de 2009, mediante comunicación SG-X/E.1.1/877/ 2009, este Órgano Comunitario remite, entre otros, copia del Oficio N° 292-2009-PRODUCE/DVMYPE-I y del Informe N° 123-2009-PRODUCE/DVMYPE-I/DGI de la República del Perú a los Países Miembros y a los demás interesados acreditados en el presente procedimiento; e, informa que sobre la base de la información disponible en esta fecha, emitirá el pronunciamiento correspondiente;

Que, con fecha 6 de octubre de 2009, la empresa Panasonic Peruana S.A. presenta una comunicación argumentando que se produciría una afectación al debido proceso en caso de que este Órgano Comunitario emita un pronunciamiento en el presente procedimiento sin contar con el informe que el Ministerio de la Producción de la República del Perú ha indicado;
II.
Análisis SOBRE LA MEDIDA MATERIA DE RECLAMO
A.
Objeto del análisis para la calificación de restricciones e improcedencia de las atribuciones de incumplimiento de normas comunitarias

Que el Capítulo VI del Acuerdo de Cartagena, que establece el Programa de Liberación sobre el comercio de bienes en el proceso de integración andino “tiene por objeto eliminar los gravámenes y las restricciones de todo orden que incidan sobre la importación de productos originarios del territorio de cualquier País Miembro”
;

Que el Acuerdo de Cartagena, instrumento normativo comunitario de carácter originario, determina expresamente qué se debe entender bajo el concepto de “restricciones de todo orden” y, además, qué medidas no quedan comprendidas dentro de tal concepto:
Artículo 73.- (…)
Se entenderá por “restricciones de todo orden” cualquier medida de carácter administrativo, financiero o cambiario, mediante la cual un País Miembro impida o dificulte las importaciones, por decisión unilateral. No quedarán comprendidas en este concepto la adopción y el cumplimiento de medidas destinadas a la:

a) Protección de la moralidad pública;

b) Aplicación de leyes y reglamentos de seguridad;

c) Regulación de las importaciones o exportaciones de armas, municiones y otros materiales de guerra y, en circunstancias excepcionales, de todos los demás artículos militares, siempre que no interfieran con lo dispuesto en tratados sobre libre tránsito irrestricto vigentes entre los Países Miembros;

d) Protección de la vida y salud de las personas, los animales y los vegetales;

e) Importación y exportación de oro y plata metálicos;

f) Protección del patrimonio nacional de valor artístico, histórico o arqueológico; y

g) Exportación, utilización y consumo de materiales nucleares, productos radiactivos o cualquier otro material utilizable en el desarrollo o aprovechamiento de la energía nuclear.”

Que, asimismo, el Acuerdo de Cartagena atribuye competencia funcional a este Órgano Comunitario para determinar si una medida adoptada por un País Miembro constituye una restricción, de conformidad con lo dispuesto en su artículo 74, que señala expresamente:
“Artículo 74.- Para los efectos de los artículos anteriores, la Secretaría General, de oficio o a petición de parte, determinará, en los casos en que sea necesario, si una medida adoptada unilateralmente por un País Miembro constituye “gravamen” o “restricción”.”


Que, en el presente caso, ante la solicitud formulada por el Gobierno de Colombia, este procedimiento se dirige a determinar si la medida adoptada por la República del Perú y materializada en el numeral 4.4 del artículo 4 del Reglamento Técnico para pilas y baterías de Zinc Carbón, aprobado mediante Decreto Supremo N° 018-2005-PRODUCE, constituye una restricción al comercio subregional en los términos del artículo 73 del Acuerdo de Cartagena;

Que sobre la improcedencia de realizar constataciones de incumplimiento de normas del ordenamiento jurídico andino dentro de un procedimiento como el presente, que tiene por finalidad determinar la posible aplicación de restricciones al comercio subregional, el Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina ha señalado que:

“Las Resoluciones que determinen que una medida adoptada unilateralmente por un País Miembro constituye restricción al comercio, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 73 [actual 74] del Acuerdo de Cartagena, deben limitarse a tal declaratoria, expresando los motivos que la justifiquen, sin que sea admisible utilizar el procedimiento de calificación de restricciones para fines distintos a los previstos en la norma invocada”

(Contenido de corchetes añadido).

Que, de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina citada se desprende que un procedimiento de calificación de restricciones no puede ser vehículo para verificar la existencia del eventual incumplimiento de una norma comunitaria, bajo prevención de que la Resolución que sea expedida incurra en el vicio de desviación de poder y, particularmente, de desviación de procedimiento;


Que, por tanto, en esta vía procedimental no es procedente analizar la supuesta inobservancia, por parte de la República del Perú, entre otras, de determinadas disposiciones contenidas en las Decisiones 376 (modificada por la Decisión 419), 562 y 615, así como del artículo 4 del Tratado de Creación de Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, que el Gobierno de Colombia le atribuye; sin perjuicio de que ello pueda ser evaluado en la vía procedimental correspondiente;

Que, sin embargo, debe enfatizarse que el contenido de dichas disposiciones comunitarias relacionadas con la elaboración, adopción y aplicación de Reglamentos Técnicos en los Países Miembros de la Comunidad Andina, mantiene su pleno valor referencial para dar contexto a la evaluación de la medida cuestionada por el Gobierno de Colombia, que se alega como una restricción contraria a las obligaciones que implica el Programa de Liberación de la Comunidad Andina;
B.
La protección de la vida y la salud de las personas en el proceso de integración andino
B.1.
La protección de la vida y la salud de las personas como objetivo legítimo

Que todos los objetivos del proceso de integración andino, incluida la promoción del desarrollo equilibrado de los Países Miembros en condiciones de equidad, mediante la integración, tienen por finalidad “procurar un mejoramiento persistente en el nivel de vida de los habitantes de la Subregión”, conforme señala expresamente el artículo 1 del Acuerdo de Cartagena;


Que, en consecuencia, el establecimiento y la aplicación del Programa de Liberación, entre otros mecanismos y medidas contemplados en el proceso de integración andino, tienen una naturaleza instrumental, dado que persiguen el logro de la finalidad antes enunciada, en procura de incrementar los niveles de bienestar de los ciudadanos de los Países Miembros de la Comunidad Andina;


Que no sería posible lograr un mejoramiento persistente en el nivel de vida del ciudadano comunitario si es que los Países Miembros no se encontraran habilitados a adoptar medidas que, aun cuando pudieran generar una dificultad, provocar un encarecimiento o constituir una barrera sobre el comercio subregional, se encuentren destinadas, de modo justificado y legítimo, a salvaguardar la vida y la salud de las personas, lo que incluye las medidas destinadas a la protección del medio ambiente;


Que, bajo este entendimiento se enmarca el artículo 73 del Acuerdo de Cartagena al determinar el concepto de restricción y excluir de éste, desde su literal d), a “la adopción y el cumplimiento de medidas destinadas a la (…) [p]rotección de la vida y salud de las personas”;

Que, en particular, esta Secretaría General aprecia que, siempre que no exista norma comunitaria en la materia, los Países Miembros mantienen su plena competencia para expedir reglamentaciones internas que recaigan, sin distinción, sobre productos importados y nacionales, en la medida que tales reglamentaciones tengan por finalidad garantizar objetivos legítimos reconocidos por el ordenamiento jurídico andino, tal como es la protección de la vida y salud de las personas, incluida la exigencia y el aseguramiento de estándares para dicha protección en el nivel que consideren apropiado;

Que, en este contexto, debe considerarse que el objetivo legítimo de proteger la vida y la salud de las personas, incluida la protección del medio ambiente, se relaciona especialmente con el interés general comunitario de proteger a la persona humana que, -con reflejo en las tradiciones constitucionales de los Países Miembros- es una de las expresiones más intensas del resguardo de la ciudadanía en la Subregión, que es un espacio complementario al nacional en el que las personas gozan y ejercen derechos adicionales a los reconocidos por los Países Miembros;

Que, en el presente caso, lo anterior resulta de especial relevancia, atendiendo a que las pilas y baterías de zinc-carbón sobre las cuales recae la medida adoptada por la República del Perú y que es cuestionada por la República de Colombia, son productos que se dirigen y se encuentran al alcance de las personas en su dimensión de consumidores finales, que hacen uso de éstos para abastecerse de energía eléctrica, por medio de una fuente portátil, para lograr el funcionamiento de aparatos y/o artefactos de uso personal o doméstico, entre otros;

Que, en consecuencia, resulta plenamente compatible con el ordenamiento jurídico comunitario el objetivo legítimo de evitar que la composición, propiedades de uso o empleo de tales productos afecten la vida y la salud de las personas, así como de evitar la contaminación ambiental por tal causa;
B.2.
La Reglamentación Técnica en los Países Miembros y la protección de la vida y la salud de las personas

Que la Decisión 562 “tiene por objetivo establecer requisitos y procedimientos para la elaboración, adopción y aplicación de Reglamentos Técnicos al interior de los Países Miembros y a nivel comunitario, a fin de evitar que éstos se constituyan en obstáculos técnicos innecesarios al comercio intrasubregional” 
;

Que, en procura de dicho objetivo, esta Decisión, al tiempo de reconocer como objetivo legítimo a los imperativos de la protección de la vida o la salud humana, la defensa del consumidor y la protección del medio ambiente
, determina que “[l]os Reglamentos Técnicos no restringirán el comercio más de lo necesario para alcanzar un objetivo legítimo, teniendo en cuenta los riesgos que crearía no alcanzarlo, eligiendo entre las opciones posibles aquellas que generen menores costos de implementación y cumplimiento para los usuarios y para el comercio intrasubregional” 
;

Que, en relación con el contenido de un Reglamento Técnico, en el entendimiento de que su observancia es obligatoria respecto de un producto
, la Decisión 562 determina expresamente:

“Artículo 7.- Los Reglamentos Técnicos serán definidos exclusivamente en función de las propiedades de uso y empleo de los productos a que hacen referencia, y no de sus características descriptivas o de diseño.”

Que, en consecuencia, los Países Miembros, en ausencia de una normativa comunitaria específica, se encuentran habilitados a adoptar y aplicar Reglamentos Técnicos con la finalidad de proteger la vida y la salud de las personas bajo su jurisdicción, así como para proteger el medio ambiente, siempre que no se restrinja el comercio más allá de lo necesario para alcanzar dicha finalidad, eligiendo para ello, de entre todas las medidas idóneas posibles, aquellas que impongan los menores costos al consumidor y al comercio subregional; y, siempre que tales Reglamentos sean definidos exclusivamente en función a las propiedad de uso y empleo de los productos bajo el alcance de su ámbito de aplicación;

Que, en este sentido, al observarse que las disposiciones que regulan la elaboración, adopción y aplicación de Reglamentos Técnicos en los Países Miembros de la Comunidad reconocen como uno de sus objetivos legítimos la protección de la salud y la vida de las personas, así como la protección del medio ambiente, en consonancia de lo contemplado por el Acuerdo de Cartagena; resulta compatible a dicha protección el reconocimiento del principio de precaución o precautorio en casos en que existiendo testimonios científicos que permitan apreciar riesgos sobre la vida y la salud de las personas o sobre el medio ambiente, éstos sean insuficientes para determinar con certeza su nivel y alcance;
C.
Las condiciones que justifican una medida destinada a cumplir con un objetivo legítimo

Que la jurisprudencia comunitaria ha establecido, de manera consistente, criterios que resultan aplicables para determinar si una medida que incide sobre las importaciones se encuentra justificada por el ordenamiento jurídico andino, al considerar que:
“El artículo 72 [actual 73 del Acuerdo de Cartagena] establece que cualquier acción que afecte negativamente la libre circulación de mercancías, únicamente se justificaría por la necesidad de salvaguardar el interés general del país en casos plenamente justificados. Para que la restricción adquiera la categoría de justificatoria, según la competencia asignada a la Secretaría, es necesario que el acto interno del País Miembro esté inspirado en el principio de proporcionalidad entre la medida restrictiva y el objeto específico a que ella vaya dirigida, el cual deberá aparecer como causa directa o inmediata. Sólo así se garantiza que no haya lugar a duda de que la medida interna pueda amenazar subrepticiamente el propósito esencial de la integración consistente en la libre circulación de mercancías.” 

(Contenido de corchetes y subrayado añadido).

Que, asimismo, en el presente caso se debe recordar lo referido, previamente, en relación con la Decisión 562 -atendiendo a que la evaluación del presente caso versa sobre un Reglamento Técnico- en cuanto ésta determina que “[l]os Reglamentos Técnicos no restringirán el comercio más de lo necesario para alcanzar un objetivo legítimo, teniendo en cuenta los riesgos que crearía no alcanzarlo, eligiendo entre las opciones posibles aquellas que generen menores costos de implementación y cumplimiento para los usuarios y para el comercio intrasubregional” (subrayado añadido);

Que, en este sentido, se debe entender que una medida que se encuentre destinada a salvaguardar la vida y la salud de las personas, así como a proteger el medio ambiente, aun cuando sea capaz de generar una dificultad, provocar un encarecimiento o constituir una barrera sobre el comercio subregional mediante la imposición de un Reglamento Técnico, se encontrará justificada y, en consecuencia, legitimada siempre que se verifique:
i) causalidad directa e inmediata, en la constatación de que resulte una medida idónea para evitar el daño sobre la salud o la vida de las personas;
ii) proporcionalidad, en la consideración de que no resulte una medida excesiva respecto de la finalidad que persigue; e,
iii) insustituibilidad, en el entendimiento de que, entre todas las medidas idóneas posibles para evitar el daño, solamente se encuentra justificada aquella medida que imponga los menores costos al consumidor y al comercio subregional;


Que, debe considerarse que, incluso en los casos en que se alegue que un Reglamento Técnico se adopta en aplicación del reconocido principio de precaución o precautorio -lo que permite que, aun cuando no exista certeza científica sobre el nivel y alcance de los riesgos sobre la vida y la salud de las personas o sobre el medio ambiente, se apliquen medidas destinadas a lograr su protección- resultan de plena aplicación los criterios antes señalados en relación con los riesgos estimados de daño, pues, caso contrario, las medidas podrían exceder su finalidad y tornarse en restricciones injustificadas del comercio subregional;

Que, en consecuencia, la medida adoptada por la República del Perú y materializada en el numeral 4.4 del artículo 4 del Reglamento Técnico para pilas y baterías de Zinc Carbón, aprobado mediante Decreto Supremo N° 018-2005-PRODUCE, como corresponde a toda reglamentación interna indistintamente aplicable a productos nacionales e importados, debe cumplir con los criterios de causalidad directa e inmediata, proporcionalidad e insustituibilidad, conforme se ha indicado, que han sido referidos y desarrollados, de modo consistente y en varias oportunidades, por este órgano comunitario y la jurisprudencia andina
;

D.
Sobre la medida contenida en el numeral 4.4 del artículo 4 del Reglamento Técnico para pilas y baterías de Zinc Carbón


Que para determinar la justificación de la medida adoptada por la República del Perú y materializada en el numeral 4.4 del artículo 4 del Reglamento Técnico para pilas y baterías de Zinc Carbón, aprobado mediante Decreto Supremo N° 018-2005-PRODUCE, resulta necesario determinar si, conforme a los medios probatorios aportados por los Países Miembros y los demás interesados acreditados en el procedimiento, ésta cumple con los criterios de causalidad directa e inmediata, proporcionalidad e insustituibilidad;


Que lo anterior resulta de indudable interés para el País Miembro que ha impuesto dicha medida, a efectos de que esta pueda considerarse justificada en el marco de las excepciones establecidas por el artículo 73 del Acuerdo de Cartagena al concepto de restricción al comercio subregional;

D.1.
Evaluación sobre la causalidad directa e inmediata de la medida


Que el artículo 1 del Reglamento Técnico para pilas y baterías de Zinc Carbón, aprobado mediante Decreto Supremo N° 018-2005-PRODUCE señala que “tiene por finalidad establecer las características técnicas (…) que deben cumplir las pilas y baterías de zinc-carbón, con el fin de proteger al consumidor de productos contaminantes y nocivos para la salud”;


Que, mediante el Informe N° 123-2009-PRODUCE/DVMYPE-I/DGI, el Ministerio de la Producción de la República del Perú expresa textualmente, en relación con el sustento de la reglamentación técnica de las pilas y baterías de zinc-carbón, lo siguiente:

“[P]ara la elaboración del Reglamento Técnico de Pilas y Baterías de Zinc Carbón, se partió de la identificación de un riesgo potencial para la salud y la vida de las personas, cual era el alto contenido de metales pesados en esos productos los cuales eventualmente entraban en contacto con las personas a través de la fuga de electrolitos (…) el principal objetivo del Reglamento Técnico es reducir al máximo el riesgo potencial de contaminación y/o eventual daño a la salud de las personas, al establecer contenidos máximos de materiales pesados y la exigencia de una envoltura que evite la fuga de los electrolitos que es el material que contiene dichos metales pesados (…)
[E]sta Dirección General ha reconocido que la debilidad del Reglamento Técnico es justamente el respaldo científico y/o técnico sobre la exigencia de la envoltura metálica, por lo cual se ha iniciado la elaboración de un estudio a través de una Institución Académica de reconocido prestigio, lo cual va a permitir dilucidar la pertinencia o no de la exigencia prevista en la norma cuestionada (…)”
(Subrayado añadido);

Que, en consecuencia, se evidencia que el Gobierno del Perú afirma haber adoptado la medida cuestionada:

i) bajo la apreciación de un riesgo potencial para la vida y la salud de las personas o de contaminación, lo cual podría ser admisible siempre que contara con alguna evidencia científica de dicho riesgo, aun cuando ésta no produjera certeza sobre su nivel y alcance, en aplicación del principio de precaución o precautorio; y,

ii) sin respaldo científico ni técnico para sustentar que la exigencia de incorporar una chaqueta o envoltura metálica a ciertas pilas y baterías de zinc-carbón, materializada en el numeral 4.4 del artículo 4 del Reglamento Técnico para pilas y baterías de Zinc Carbón, resulta idónea para evitar los riesgos de daño sobre la salud o la vida de las personas, así como sobre el medio ambiente que se alegan;

Que, conforme a lo señalado en el Reglamento Técnico bajo análisis y por el Gobierno del Perú, el objetivo de los requisitos técnicos establecidos y, en especial, de la exigencia de envoltura metálica para determinadas pilas y baterías, obedecen a la necesidad de “reducir al máximo el riesgo potencial de contaminación y/o eventual daño a la salud de las personas”; sin embargo no se identifica ni se estima el nivel y alcance de los riesgos específicos que se pretenden prevenir con la medida exigida, señalando únicamente objetivos generales, a pesar de que ello es exigido expresamente por el numeral 1 del artículo 9 de la Decisión 562, que señala que los Reglamentos Técnicos deben “[p]recisar la finalidad (…) y los objetivos legítimos a proteger, identificando los riesgos que se pretenden prevenir”;

Que, asimismo, el Gobierno del Perú expresa que el objetivo de la medida cuestionada es evitar la fuga de electrolitos de las pilas y baterías de zinc-carbón. No obstante, observa la Secretaría General que no se ha acreditado en el presente procedimiento, mediante medio probatorio alguno, que la exigencia de incorporar una chaqueta o envoltura metálica a ciertas pilas y baterías de zinc-carbón cumpla, efectivamente, con dicho propósito en el objetivo de proteger la vida y la salud de las personas, así como el medio ambiente;


Que, al respecto, se debe considerar que, en relación con este aspecto, la empresa Panasonic Peruana S.A., interesada acreditada en el presente procedimiento, aun cuando considera infundado el reclamo del Gobierno de Colombia, es de la opinión que “el Reglamento Técnico no está destinado a “evitar” la fuga de electrolitos sino a “prevenir” dicha fuga”, considerando que “técnicamente es imposible que una pila no derrame electrolitos (…) no existe material alguno que pueda cumplir con dicho propósito”;

Que, a mayor abundamiento, en el expediente obra una copia del Informe N° 00062-2008/PRODUCE/DVI/DGI/DNTSI emitido por la Dirección de Normas Técnicas y Supervisión Industrial del Ministerio de la Producción de la República del Perú, fechado el 17 de diciembre de 2008, que señala que “el requisito de envoltura metálica que exige el numeral 4.4 del Reglamento Técnico en concordancia con el numeral 3.9 no es técnicamente exigible (…)”;


Que, asimismo, debe observarse que, aun cuando se pretendiera considerar -pese a que no se ha acreditado- que la medida cuestionada fuera eficaz para evitar la fuga de electrolitos de las pilas y baterías de zinc-carbón y, en consecuencia, proteger la vida y la salud de las personas, así como el medio ambiente, tal medida no sería idónea para dicho objetivo, debido a que la exigencia de incorporar una chaqueta o envoltura metálica solamente recae sobre ciertas pilas (referencias R03, R6, R14 y R20) y baterías (referencia 6F22) de zinc-carbón, mas no a todas aquellas que, con la misma composición o estructura de construcción, podrían presentar fugas o derrames de electrolitos;

Que, de otro lado, este Órgano Comunitario considera que, tal como se reconoce en el Informe N° 00062-2008/PRODUCE/DVI/DGI/DNTSI, emitido por la Dirección de Normas Técnicas y Supervisión Industrial del Ministerio de la Producción de la República del Perú "establecer un requisito sin que se haya indicado cómo se determinará la conformidad de éste, hace que el requisito sea técnicamente imposible de aplicar (...) la regulación técnica (…) ha omitido determinar las características de dicho metal a fin de garantizar el cumplimiento de su objetivo de prevenir la fuga de electrolitos";

Que, debe considerarse que, a la fecha, vencido el plazo adicional concedido al Ministerio de Comercio Exterior y Turismo de la República del Perú, este Órgano Comunitario no ha recibido “los informes técnicos de instituciones de reconocido prestigio académico” que “vienen siendo recabadas por la autoridad nacional competente”, conforme fue anunciado mediante Facsímil N° 142-2009-MINCETUR/VMCE;


Que, del contenido del Oficio N° 292-2009-PRODUCE/DVMYPE-I y del Informe N° 123-2009-PRODUCE/DVMYPE-I/DGI de la Dirección General de Industria del Viceministro de MYPE e Industria del Ministerio de la Producción de la República no se permite acreditar fehacientemente: i) que la fuga de electrolitos de pilas y baterías de zinc-carbón que cumplan con las demás exigencias técnicas previstas en el Reglamento Técnico aprobado mediante Decreto Supremo N° 018-2005-PRODUCE –incluidos los contenidos máximos de mercurio y cadmio en él establecidos-, no constituye un riesgo para la salud, seguridad o vida de las personas; ii) que una chaqueta o envoltura metálica de acero asegura el buen sellado y previene la fuga de electrolitos de pilas y baterías; y, iii) que únicamente tal chaqueta o envoltura metálica es capaz de asegurar el buen sellado y prevenir la fuga de los electrolitos de las pilas y baterías de zinc – carbón;


Que, en este contexto y por las consideraciones precedentes, no resulta necesario esperar que se concluya la elaboración del estudio que vendría preparando una institución académica de reconocido prestigio, conforme anuncia el Ministerio de la Producción de la República del Perú en su Informe N° 123-2009-PRODUCE/DVMYPE-I/DGI, ni esperar que este sea remitido a este Órgano Comunitario para que se emita la Resolución que corresponde en el presente caso, conforme la empresa Panasonic Peruana S.A. sugiere;

Que, en este caso, una espera de tal naturaleza tampoco resulta procedente atendiendo a que, conforme se desprende de la Decisión 562 - Directrices para la elaboración, adopción y aplicación de Reglamentos Técnicos en los Países Miembros de la Comunidad Andina y a nivel comunitario y del Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos de la Organización Mundial del Comercio, al cual dichas Directrices hacen referencia, la evaluación de los riesgos a la salud o seguridad humanas, que corresponde efectuar a un País Miembro, de modo previo a la adopción de un reglamento técnico, debe estar basada en información científica y técnica disponible y verificable, más no en información científica que aún no existe y cuyo alcance y fundamento técnico no podría todavía anticiparse;


Que, en consecuencia, no se produciría ninguna afectación del debido proceso al emitirse pronunciamiento en el presente procedimiento sin contar con “el estudio científico que se encuentra en proceso de elaboración (…) a efectos de determinar la permanencia del dispositivo cuestionado”, conforme se ha señalado en el informe que el Ministerio de la Producción de la República del Perú; más cuando el propio principio de uso de procedimientos y formalidades para lograr los objetivos de la norma y racionalización de la actividad administrativa obliga a interpretar las exigencias normativas en procedimientos administrativos para alcanzar los objetivos de los mismos, que en el presente caso consisten en evaluar la medida cuestionada conforme a los fundamentos que dieron sustento a su adopción y no conforme a estudios científicos aún en elaboración;


Que, adicionalmente, un informe de una entidad académica o técnica, por sí solo, no podría sustituir la evaluación de los riesgos que oportunamente debe efectuar el País Miembro que adopta un Reglamento Técnico;

Que, por tanto, la exigencia de incorporar una chaqueta o envoltura metálica a ciertas pilas y baterías de zinc-carbón establecida por el numeral 4.4 del artículo 4 del Reglamento Técnico para pilas y baterías de Zinc Carbón, aprobado mediante Decreto Supremo N° 018-2005-PRODUCE, no cumple con el criterio de causalidad directa e inmediata, por lo que se encuadra bajo el concepto de restricción expresado en el artículo 73 del Acuerdo de Cartagena;

D.2.
Evaluación sobre la proporcionalidad de la medida

Que, al evidenciarse que la exigencia de incorporar una chaqueta o envoltura metálica a ciertas pilas y baterías de zinc-carbón materializada en el numeral 4.4 del artículo 4 del Reglamento Técnico para pilas y baterías de Zinc Carbón no cumple con verificar el criterio de causalidad directa e inmediata, no resulta posible analizar si tal medida cumple o no con el criterio de proporcionalidad, pues esta evaluación –que tiene por finalidad determinar si resulta o no excesiva respecto de la finalidad que persigue- solamente puede desarrollarse sobre una exigencia que se haya evidenciado como idónea por constituir un medio eficaz para alcanzar el objetivo legítimo que se haya invocado;

Que, sin embargo, es pertinente anotar, en este punto, que en el Informe N° 00062-2008/PRODUCE/DVI/DGI/DNTSI, emitido por la Dirección de Normas Técnicas y Supervisión Industrial del Ministerio de la Producción de la República del Perú se reconoce expresamente que:

"[P]ara los fines del reglamento técnico de pilas y baterías de zinc carbón, las pilas comprendidas en dicho reglamento no deben presentar fuga de electrolitos, por lo que debería ser suficiente con el buen sellado del vaso de zinc";


Que, en consecuencia, si un correcto sellado del vaso de zinc de una pila o batería de zinc-carbón, como las que se encuentran bajo el alcance del Reglamento Técnico bajo análisis, resultara suficiente para prevenir la fuga de electrolitos, devendría en manifiestamente excesivo exigir una chaqueta o envoltura metálica adicional para cumplir tal finalidad, aun cuando se alegue para ello un objetivo legítimo como proteger la vida y la salud de las personas o proteger el medio ambiente;

Que, en consecuencia, si el diseño de la estructura de la pila y del proceso químico en su integridad -y no su envoltura- es lo que garantiza que las pilas y baterías no presenten fuga de electrolitos en condiciones normales de descarga, atendiendo a que el vaso de zinc es el elemento de su estructura que sirve de contenedor de los electrolitos, la medida establecida por el numeral 4.4 del artículo 4 del Reglamento Técnico para pilas y baterías de Zinc Carbón, aprobado mediante Decreto Supremo N° 018-2005-PRODUCE, resultaría claramente excesiva por innecesaria y, de ningún modo, podría cumplir con el criterio de proporcionalidad que se ha enunciado;
D.3.
Evaluación sobre la insustituibilidad de la medida

Que, en el supuesto negado de que se considerara que la exigencia de incorporar una chaqueta o envoltura metálica a ciertas pilas y baterías de zinc-carbón materializada en el numeral 4.4 del artículo 4 del Reglamento Técnico para pilas y baterías de Zinc Carbón cumple con el criterio de causalidad directa e inmediata y el criterio de proporcionalidad, debe señalarse que, en todo caso no cumpliría con el criterio de insustituibilidad de la medida, dado que, en el presente procedimiento, no existe medio probatorio alguno que permita acreditar fehacientemente que únicamente la chaqueta o envoltura metálica y no una chaqueta o envoltura de otro material permite cumplir con prevenir la fuga de electrolitos;

Que, en este contexto se aprecia que, según las normas técnicas internacionales indicadas en el Reglamento Técnico para pilas y baterías de Zinc Carbón bajo análisis, ninguna exige como requisito un determinado material para el blindaje o la envoltura del producto con el objetivo de prevenir la fuga de electrolitos; pero, en cambio, sí contemplan pruebas, que en condiciones y parámetros establecidos, permitirían observar si las pilas y baterías, cualquiera sea el material de su envoltura, presentan o no una fuga de electrolitos;

Que, de lo anterior, se puede deducir que el cumplimiento del objetivo legítimo señalado en el Reglamento Técnico para pilas y baterías de Zinc Carbón podría ser logrado sin precisar el tipo de material de la chaqueta o envoltura, atendiendo a que las normas internacionales
 establecen que la envoltura puede ser de papel, plástico u otro material, siendo alternativas que podrían imponer menores costos al consumidor y al comercio subregional, más aún cuando la Decisión 562 determina que “[l]os Reglamentos Técnicos serán definidos exclusivamente en función de las propiedades de uso y empleo de los productos a que hacen referencia, y no de sus características descriptivas o de diseño”;

III.
CONCLUSIONES


Que, por lo antes expuesto, de la evaluación realizada sobre la medida adoptada por la República del Perú, establecida en el numeral 4.4 del artículo 4 del Reglamento Técnico para pilas y baterías de Zinc Carbón, aprobado mediante Decreto Supremo N° 018-2005-PRODUCE, este Órgano Comunitario constata que dicha medida no cumple los requisitos de causalidad directa e inmediata, proporcionalidad e insustituibilidad, que resultan necesarios para que pueda considerarse una medida legítima en el marco de las excepciones establecidas por el artículo 73 del Acuerdo de Cartagena al concepto de restricción al comercio subregional;


Que, en consecuencia, esta medida, establecida y aplicada a los productos originarios de los Países Miembros de la Comunidad Andina, constituye una “restricción” en los términos del artículo 73 del Acuerdo de Cartagena, cuyo efecto impide o dificulta las importaciones de determinadas pilas y baterías de Zinc Carbón, por decisión unilateral de la República del Perú;

Que, en función de lo expuesto y en uso de la atribución prevista en el artículo 74 del Acuerdo de Cartagena, corresponde a esta Secretaría General emitir Resolución calificando que dicha medida adoptada por el Gobierno del Perú constituye una restricción al comercio subregional;

Que debe considerarse que, en caso de no producirse el retiro de la medida calificada como restricción, en el presente caso, se podría verificar el incumplimiento de lo dispuesto por el artículo 77 del Acuerdo de Cartagena que señala que “[l]os Países Miembros se abstendrán de aplicar gravámenes y de introducir restricciones de todo orden a las importaciones de bienes originarios de la Subregión”;
RESUELVE:


Artículo 1.- Determinar que la exigencia de incorporar una chaqueta o envoltura metálica a las pilas de zinc-carbón de las referencias R03, R6, R14, R20 y a las baterías de zinc-carbón de la referencia 6F22, establecida por la República del Perú en el numeral 4.4 del artículo 4 del Reglamento Técnico para pilas y baterías de Zinc Carbón y sus anexos, aprobado mediante Decreto Supremo N° 018-2005-PRODUCE, a los productos originarios de los Países Miembros de la Comunidad Andina, constituye una “restricción” en los términos del artículo 73 del Acuerdo de Cartagena.


Artículo 2.- Declarar improcedente para evaluación, en esta vía procedimental, la atribución por parte de la República de Colombia sobre un supuesto incumplimiento de la República del Perú de determinadas disposiciones contenidas en las Decisiones 376 (modificada por la Decisión 419), 562 y 615; así como del artículo 4 del Tratado de Creación de Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina.

Artículo 3.- De conformidad con el artículo 55 del Reglamento de Procedimientos Administrativos de la Secretaría General, se concede un plazo de quince (15) días hábiles para que la República del Perú retire la restricción determinada en la presente Resolución.


Dada en la ciudad de Lima, Perú, a los once días del mes de noviembre del año dos mil nueve.

FREDDY EHLERS
Secretario General
RESOLUCION 1289
































CALIFICACIÓN DE LA EXIGENCIA DE UN REQUI�SITO TÉCNICO A LAS PILAS Y BATERÍAS DE ZINC-CARBÓN PROVENIENTES DE LOS PAÍSES MIEM�BROS DE LA COMUNIDAD ANDINA, POR PARTE DE LA REPÚBLICA DEL PERÚ, COMO “RES�TRICCIÓN” A LOS EFECTOS DEL PROGRAMA DE LIBERACIÓN DEL ACUERDO DE CARTAGENA





RESOLUCIONES











� 	Decisión 562


	“CAPÍTULO V


	DEL CONTENIDO DE LOS REGLAMENTOS TÉCNICOS


	Artículo 9.- Los Reglamentos Técnicos que se elaboren, adopten y apliquen deberán consignar los siguientes aspectos:


	1.	Objeto.- Precisar la finalidad del Reglamento Técnico y los objetivos legítimos a proteger, identificando los riesgos que se pretenden prevenir.


(…).”





� 	Decisión 562


	“CAPÍTULO III�PRINCIPIOS GENERALES


	Artículo 5.- La elaboración, adopción y aplicación de Reglamentos Técnicos en los Países Miembros de la Comunidad Andina y a nivel comunitario se regirán por los principios de trato nacional, nación más favorecida, no discriminación, equivalencia y transparencia, establecidos en el ordenamiento comunitario andino y en lo que los complementen, en el marco de la Organización Mundial del Comercio.”


�	Tal exigencia de una chaqueta metálica para las pilas de Zinc-Carbón, no está contemplada en ningún referente internacional [Cita del texto original].


� 	Cita textual del artículo 72 del Acuerdo de Cartagena. 


� 	Cita textual de la Sentencia emitida por Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina en el Proceso 2-AN-98. Cfr. en el mismo sentido la Sentencia emitida por el Honorable Tribunal en el Proceso 125-AI-2004. 


� 	Cita textual del artículo 1 de la Decisión 562. 





� 	Decisión 562


	“CAPÍTULO III


	ÁMBITO, ALCANCE Y DEFINICIONES


	(…)


	Artículo 4.- A efecto de aplicar la presente Decisión, se utilizarán las siguientes definiciones:


	(…)


	Objetivos legítimos.- Son los imperativos de la moralidad pública, seguridad nacional, protección de la vida o la salud humana, animal o vegetal, la defensa del consumidor y la protección del medio ambiente.”





� 	Cita textual del artículo 6 de la Decisión 562. 





� 	Decisión 562


	“CAPÍTULO III


	ÁMBITO, ALCANCE Y DEFINICIONES


	(…)


	Artículo 4.- A efecto de aplicar la presente Decisión, se utilizarán las siguientes definiciones:


	Reglamento Técnico.- Documento en el que se establecen las características de un producto o los procesos y métodos de producción con ellas relacionados, con inclusión de las disposiciones administrativas aplicables cuya observancia es obligatoria. También puede incluir prescripciones en materia de terminología, símbolos, embalaje, marcado o etiquetado aplicables a un producto, proceso o método de producción, o tratar exclusivamente de ellas.”





� 	Cita textual de la Sentencia emitida por Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina en el Proceso 03-AI-97.


� 	Cfr. Sentencias emitidas por el Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina en los Procesos 3-AI-96, 1-AN-97 y 5-AN-97. 


� 	IEC 60086-5:2005 Pilas eléctricas Parte 5: Seguridad de las pilas de electrolito acuoso.





